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DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al  contestar refiérase

al oficio No. 03212

26 de marzo de 2007

DAGJ-0321-2007

Doctor

Ennio Rodríguez Céspedes

Gerente General 

BANCO HIPOTECARIO DE LA VIVIENDA

Estimado señor:  

Asunto: Consulta relacionada con la posibilidad que un funcionario de la Caja Costarricense de Seguro Social, integre la Junta Directiva del Banco Hipotecario de la Vivienda.

Nos referimos a su oficio Nº GG-OF-155-2007 recibido el 14 de marzo, mediante el cual consulta el criterio de la Contraloría General, en torno a la posibilidad que un funcionario de la Caja Costarricense de Seguro Social, integre la Junta Directiva del Banco Hipotecario de la Vivienda.

La consulta se plantea, en razón de que el artículo 16 de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda y Creación de Banco Hipotecario de la Vivienda (Ley Nº 7052 del 13 de noviembre de 1986), contiene una restricción para que empleados de una entidad autorizada por esa misma norma legal, como lo es la Caja Costarricense de Seguro Social, puedan ser miembros de la Junta Directiva de su representada. 

Cabe mencionar, que al oficio de consulta se adjunta el criterio legal interno, en el cual se arriba a la conclusión de que la restricción antes apuntada, debe ser aplicaba en un marco de razonabilidad, de ahí que“(...) no se puede interpretar que la incompatibilidad se aplica sin discriminación a cualquier funcionario de aquella entidad, debiendo interpretarse que se aplica sólo a funcionarios o empleados de esa institución entre cuyas competencias se encuentren las vinculadas con el financiamiento de vivienda que esa institución lleva a cabo accesoriamente. Lo contrario implicaría arribar a una conclusión desproporcionada e irracional, tomando en consideración tanto esas competencias como las dimensionadas de aquella institución”.

I. Criterio del Despacho
A modo de aclaración inicial, y tomando en cuenta los términos en los que se rinde el pronunciamiento de mérito según se verá, importa señalar que en ejercicio de la potestad consultiva, este Despacho no tiene por norma emitir criterio en torno a situaciones concretas, proceder que encuentra justificación no solo, en el interés de no sustituir a la Administración en la atención y respuesta de situaciones o supuestos sometidos a su conocimiento, sino también en razones de prudencia, respecto a casos cuyas particularidades y pormenores no son de nuestro conocimiento, y con relación a los cuales pasar a emitir un pronunciamiento, resulta inapropiado y mas aún riesgoso.       

Por lo anterior, debe tenerse presente que las consideraciones y observaciones que pasamos a formular, se plantean en términos generales y a modo de orientación de la Administración consultante, a quien en definitiva compete determinar que la conformación de su Junta Directiva, se ajuste de manera puntual a las disposiciones atinentes de la Ley Nº 7052, y al ordenamiento jurídico globalmente considerado.

Ahora bien, pasando al análisis del punto jurídico en consulta, en primer término encontramos un aspecto que llama nuestra atención, por cuanto el artículo 10 de la Ley N° 7052, al momento de fijar la procedencia de los tres representantes del sector público que integrarían la Junta Directiva del BANHVI, los refiere a servidores públicos provenientes de diferentes ministerios, o lo que es lo mismo a tres carteras ministeriales diversas, de ahí que sorprenda la intención de nombrar en la especie a un funcionario de la Caja Costarricense de Seguro Social, tomando en cuenta la naturaleza de esta última, como institución autónoma al amparo del artículo 73 de la Constitución Política. 

Dicho de otro modo, el tenor literal del numeral de merito, lleva a entender que los representantes del sector público deben provenir de tres ministerios de gobierno, esto es de los distintos ministerios que conforman el Poder Ejecutivo (Administración Pública Central); sin embargo el representante que se estaría seleccionando según lo apuntado en el oficio de consulta, provendría de una entidad que forma parte de la Administración Pública Descentralizada, propiamente de la descentralizada institucional o funcional.

Cabe advertir no obstante, que estas consideraciones se formulan a modo de simple reflexión, pues en todo caso es la Procuraduría General de la República, quien en ejercicio de sus funciones consultivas ha hecho suyo, la emisión de criterio en torno a la interpretación de las distintas normas legales que integran nuestro ordenamiento jurídico, la llamada a pronunciarse en definitiva sobre el particular.

Habiendo indicado lo anterior, y en razón de la identificación que en el oficio de consulta se hace, de la Caja Costarricense de Seguro Social como “entidad autorizada”, debe advertirse lo dispuesto en el artículo 99 de la norma legal a la que se viene haciendo mención, pues es allí donde se definen las entidades autorizadas en los siguientes términos:

“Artículo 99.- Para los fines de la presente ley, se entiende que son organismos públicos aquellas instituciones de Derecho público que, como parte de sus actividades propias y legítimas, se dediquen al financiamiento de viviendas”.
Por su parte, el artículo 100 de la Ley de mérito califica e identifica a la Caja Costarricense de Seguro Social como entidad autorizada. Dice la norma:

Artículo 100.- Se consideran entes públicos, para los efectos de esta ley, exclusivamente en cuanto al financiamiento de viviendas se refiere:

a) (…)

ch) La Caja Costarricense del Seguro Social”. (el destacado es nuestro) 
Ahora bien, teniendo claro entonces que la Caja Costarricense de Seguro Social, es una entidad autorizada en los términos de la Ley N° 7052, resta entonces analizar la restricción contenida en el artículo 16, en punto a que no podrán integrar la junta directiva del BANHVI, “empleados de las entidades autorizadas”, lo cual de primera entrada, pareciera cerrar la posibilidad a que cualquier funcionario de la primera pueda ser seleccionado como directivo de la segunda, sin embargo hay elementos que a tono con la Asesoría Legal de su representada, nos llevan a una conclusión distinta.

En ese sentido, la restricción nos parece por demás sana y acertada, habida cuenta que procura evitar el surgimiento de conflictos de intereses, sin embargo su aplicación debe darse dentro del marco que fija su propia letra, pues no debe pasarse por alto el hecho de que el numeral recién citado, ubica a la Caja como una entidad autorizada exclusivamente en cuanto al financiamiento de viviendas.
Lo anterior, tiene una particular relevancia que trasciende a una mera distinción conceptual, por cuanto la Ley N° 7052 se ocupa de dejar en claro, los términos bajo los cuales se toma a la Caja Costarricense de Seguro Social como entidad autorizada, extremo que tiene repercusiones de cara a la selección de uno de sus servidores como directivo de la junta directiva del BANHVI, toda vez que a nuestro juicio, resultarían excluidos de dicha posibilidad únicamente los funcionarios que ostenten en aquella, atribuciones, funciones y responsabilidades ligadas al financiamiento de viviendas.

Sobre el particular, debe advertirse que estamos frente a disposición con un carácter y una vocación eminentemente restrictivos, de lo cual se impone como lógica y natural consecuencia, que tanto su lectura como aplicación deben darse en iguales términos, pues de lo contrario se asume, y peor aún se corre el riesgo, de extender el ámbito de aplicación de la norma más allá de la intención legislativa que le dio origen, así como de los límites que impone su propia letra.

Por lo anterior, y compartiendo el criterio esbozado por la Asesoría Legal de su representada, estimamos que la restricción de mérito debe ser entendida y aplicada en los términos antes expuestos.    

II. Conclusión. 

Con apoyo en las consideraciones de derecho y de hecho antes formuladas, y sin perjuicio claro está de la reflexión hecha líneas atrás, así como las consecuencias que podrían derivarse de un eventual criterio negativo de parte de la Procuraduría General, este Despacho estima que los servidores de la Caja Costarricense de Seguro Social, que no podrían llegar a ser seleccionados como miembros de la Junta Directiva del BANHVI, serían únicamente aquellos que ostenten atribuciones, funciones y responsabilidades ligadas al financiamiento de viviendas.

En los términos anteriores dejamos evacuada su consulta.

Atentamente;

	Lic. Manuel Martínez Sequeira

Gerente de División
	Lic. Jaínse Marín Jiménez
Fiscalizador
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